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la Verdad, así como la incorporación de enfoques diferenciales, incluyendo el de género, 
étnico-racial y territorial, desde una comprensión interseccional.

Que la Ley 2326 de 2023 instituyó el mecanismo nacional de búsqueda inmediata, 
estandarizado, multicanal y de difusión masiva denominado “Alerta Rosa”, reglamentado 
por el Decreto número 1428 de 2024, destinado a niñas, niños, adolescentes, jóvenes y 
mujeres desaparecidos, con el fin de garantizar su vida, libertad, seguridad, integridad 
y dignidad, y asegurar su pronta localización y protección frente a riesgos de nuevas 
violencias basadas en género.

Que la Ley 2364 de 2024, reglamentada mediante el Decreto número 063 de 2026, 
reconoce y protege la labor de las Mujeres Buscadoras, estableciendo medidas de 
protección integral, reconocimiento y dignificación orientadas a eliminar barreras en la 
búsqueda de personas desaparecidas. Que dicha ley las ubica como sujetas de especial 
protección constitucional con enfoque de género, en razón de los riesgos y violencias 
diferenciadas que enfrentan en el ejercicio de su labor, garantizando su derecho a la verdad 
y a la justicia, y contribuyendo a la construcción de garantías de no repetición.

Que los enfoques de la Ley 2364 de 2024 son los de igualdad de género, étnico-
racial, interseccionalidad, respeto a los derechos humanos, justicia restaurativa, territorial 
y diferencial, la centralidad en las víctimas y el acceso a verdad, justicia, reparación y 
garantías de no repetición. Que en virtud de dichos enfoques, la implementación de las 
políticas públicas integrales debe incorporar un enfoque de género que reconozca el 
papel fundamental de las mujeres buscadoras en los procesos de búsqueda de personas 
desaparecidas, garantizando medidas de protección y apoyos sociales adecuados a sus 
necesidades y condiciones particulares, junto a procesos y acciones que orienten la 
realización del objetivo y beneficio público para adoptar esta política en favor de la 
sociedad, tanto a nivel nacional como territorial, con lineamientos de acción, agentes, 
instrumentos, procedimientos y recursos que aseguren su sostenibilidad en el tiempo.

Que el alcance de la Ley 2364 de 2024 comprende medidas de reconocimiento del 
derecho de búsqueda, sensibilización, información, formación, prevención, educación, 
vivienda, reparación, atención y protección de las mujeres buscadoras frente a las 
vulneraciones que sufren por razón o en ocasión de su labor, en los términos legales.

Que sin perjuicio de los antecedentes institucionales creados para la búsqueda urgente 
y la coordinación interinstitucional, los desarrollos normativos recientes han fortalecido y 
complementado el Sistema Nacional de Búsqueda, orientando la necesidad de consolidar 
una Política Pública Integral que articule dichos instrumentos en un marco estructural 
que integre los componentes de atención, prevención, búsqueda, acceso e intercambio de 
información y justicia, para la prevención de la desaparición forzada y la garantía de una 
respuesta estatal articulada.

Que la Política Pública Integral de atención, prevención, búsqueda e identificación 
de personas desaparecidas constituye una apuesta estructural del Estado colombiano para 
enfrentar de manera articulada y con enfoque de derechos la problemática de la desaparición 
en el contexto del conflicto armado y otras formas de violencia. El diagnóstico consolidado 
que la sustenta identificó rezagos críticos en la capacidad operativa del Estado, tales como 
el saldo forense acumulado, las limitaciones en la atención psicosocial, las asimetrías en la 
información, los rezagos procesales y la falta de interoperabilidad en el acceso e intercambio 
de datos entre entidades, orientando la formulación de la política hacia un modelo integrado, 
interoperable y centrado en las víctimas, con un horizonte de implementación de diez (10) 
años. Dicho modelo se organiza en cuatro componentes temáticos –Atención Integral; 
Prevención y Garantías de No Repetición; Búsqueda, Identificación y Entrega Digna; y 
Derecho a la Justicia– y cinco ejes transversales –Gobernanza y articulación institucional; 
Fortalecimiento de capacidades; Participación incidente; Memoria y dignificación; y 
Gestión estratégica de la información–, que configuran la arquitectura técnica de la política 
y aseguran la coherencia programática de las acciones.

Que en sesión de la Comisión Intersectorial del Sistema Nacional de Búsqueda, 
realizada el 9 de julio de 2026, se aprobó el documento técnico de la Política Pública 
Integral de Atención, Prevención, Búsqueda e Identificación de Personas Desaparecidas, 
el cual se adopta mediante el presente decreto junto con sus anexos técnicos.

Que, en cumplimiento de los deberes constitucionales y legales, y atendiendo a los 
hallazgos críticos del diagnóstico del Sistema Nacional de Búsqueda, se hace necesario 
adoptar una Política Pública Integral que garantice la protección de las personas buscadoras 
y asegure su participación efectiva en los procesos de búsqueda, atención, prevención e 
identificación de las víctimas de desaparición forzada y otras formas de desaparición.

En mérito de lo expuesto;

DECRETA:

Artículo 1º. Adiciónese el Capítulo 13 al Título 5 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 
número 1069 de 2015, Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho, el cual 
tendrá el siguiente texto:

CAPÍTULO 13

Política	Pública	Integral	de	Atención,	Prevención,	Búsqueda	e	Identificación	de	
Personas Desaparecidas

SECCIÓN 1

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 2.2.5.13.1.1. Adopción de la Política Pública Integral. Adóptese la 
Política Pública Integral de Atención, Prevención, Búsqueda e Identificación de Personas 
Desaparecidas, contenida en el documento técnico anexo al presente decreto, como 

instrumento oficial del Estado colombiano en el marco del Sistema Nacional de Búsqueda 
de Personas Desaparecidas, para garantizar la protección integral de los derechos de las 
personas buscadoras y de las personas dadas por desaparecidas en razón y en contexto del 
conflicto armado, incluyendo a las víctimas de desaparición forzada.

Artículo 2.2.5.13.1.2 Plan de Acción y Seguimiento. Dentro de los sesenta (60) días 
siguientes a la expedición del presente capítulo, la Comisión intersectorial del Sistema 
Nacional de Búsqueda adoptará el Plan de Acción y Seguimiento (PAS) de la Política 
Pública Integral. El seguimiento y evaluación del PAS estarán a cargo la Comisión 
intersectorial del Sistema Nacional de Búsqueda, conforme a lo dispuesto en el Decreto 
número 532 de 2024.

Artículo 2.2.5.13.1.3 Ámbito de aplicación y obligatoriedad. La Política Pública 
adoptada mediante el presente decreto será de obligatorio cumplimiento para todas las 
entidades que integran el Sistema Nacional de Búsqueda de Personas Desaparecidas, así 
como para aquellas instituciones del Estado que, dentro de la órbita de sus competencias, 
intervengan en los procesos de atención, prevención, búsqueda e identificación de personas 
desaparecidas.

Las entidades deberán ajustar sus planes, programas y acciones conforme a las 
directrices establecidas en dicha Política Pública, asegurando la debida articulación 
interinstitucional y territorial.

Parágrafo. En el marco de la implementación de la Política Pública, las entidades que 
integran el Sistema Nacional de Búsqueda de Personas Desaparecidas deberán garantizar 
la participación efectiva de las organizaciones de víctimas y familiares, así como la 
articulación con organismos internacionales y entidades territoriales, con el fin de asegurar 
un enfoque integral, humanitario y de derechos humanos en los procesos de atención, 
prevención, búsqueda e identificación de personas desaparecidas.

Artículo 2º. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación en 
el Diario Oficial.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, a 5 de agosto de 2026.

GUSTAVO PETRO URREGO

La Ministra de Justicia y del Derecho (e),

Cielo Elainne Rusinque Urrego

DECRETO NÚMERO 1030 DE 2026

(agosto 5)
por el cual se adiciona el Capítulo 12 al Título 5 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto número 
1069 de 2015, Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho, para adoptar el 
Plan Transversal para la Búsqueda y Reparación de Niñas, Niños, Adolescentes, Jóvenes 
y Mujeres Desaparecidas, en desarrollo de los artículos 7° y 25 de la Ley 2326 de 2023 y 

del Decreto número 1428 de 2024, y se dictan otras disposiciones.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades 

constitucionales y legales, en especial las conferidas en el numeral 11 del artículo 189 de 
la Constitución Política, en desarrollo de los artículos 7° y 25 de la Ley 2326 de 2023, el 
artículo 2.2.2.8.1.1. del Decreto número 1428 de 2024, y

CONSIDERANDO:

Que en virtud de los artículos 12 y 13 de la Constitución Política, el Estado prohíbe la 
desaparición forzada, la tortura y los tratos crueles, inhumanos o degradantes. Asimismo, 
tiene el deber de promover acciones afirmativas para garantizar una igualdad real y 
efectiva, protegiendo especialmente a los grupos marginados y a quienes se encuentren en 
condiciones de debilidad manifiesta por razones económicas, físicas o mentales.

Que el artículo 43 de la Constitución Política proscribe cualquier forma de 
discriminación contra la mujer. Por su parte, los artículos 44 y 45 consagran los derechos 
fundamentales de los niños, niñas y adolescentes, enfatizando su protección integral frente 
al abandono, la violencia física o moral, la explotación y cualquier otra forma de abuso o 
riesgo.

Que según lo dispuesto en el artículo 113 de la Constitución Política, los diferentes 
órganos del Estado tienen funciones separadas, pero colaboran armónicamente para la 
realización de sus fines.

Que el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política confiere al Presidente 
de la República la potestad reglamentaria, la cual ejerce mediante la expedición de los 
decretos, resoluciones y órdenes necesarios para asegurar la estricta ejecución de las leyes.

Que la Ley 2326 de 2023 adoptó la ‘Alerta Rosa’ como mecanismo de búsqueda 
inmediata nacional para niñas, niños, jóvenes, adolescentes y mujeres víctimas de 
desaparición. Asimismo, esta norma regula su funcionamiento y crea el Comité de 
Coordinación Nacional encargado de articular las medidas de prevención, protección y 
reparación correspondientes.

Que el artículo 7° de la Ley 2326 de 2023 ordena al Gobierno nacional que, dentro de 
los seis (6) meses siguientes a su promulgación, incorpore en las políticas para garantizar 
la igualdad, no discriminación y una vida libre de violencias, el Plan Transversal para la 
Búsqueda, Localización y Ubicación de Niñas, Niños, Adolescentes, Jóvenes y Mujeres 
Desaparecidas.

Que el artículo 7° de la Ley 2326 de 2023 establece la obligación del Gobierno 
nacional de formular e implementar un Plan Transversal para la Búsqueda, Localización y 
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Ubicación de Niñas, Niños, Adolescentes, Jóvenes y Mujeres desaparecidas, con el fin de 
garantizar la igualdad, la no discriminación y una vida libre de violencias.

Que, en cumplimiento del mandato legal citado, el Ministerio de Justicia y del Derecho 
lideró la formulación de dicho Plan, asumiendo la responsabilidad de coordinar las 
acciones orientadas a la búsqueda y reparación de esta población bajo enfoques de género, 
diferencial e interseccional.

Que para la construcción técnica y estratégica del Plan Transversal de Búsqueda, se 
contó con el apoyo técnico especializado del Instituto Nacional de Medicina Legal, la 
Comisión de Búsqueda de Personas Desaparecidas, Ministerio de Igualdad y Equidad, la 
Policía Nacional, la Fiscalía General de la Nación, la Procuraduría General de la Nación 
y la Defensoría del Pueblo.

Que el proceso de formulación integró los aportes de estas entidades para asegurar 
que el Plan Transversal cuente con protocolos, directrices y estrategias de articulación 
que optimicen la respuesta estatal frente a la desaparición, desaparición forzada, trata de 
personas y otras formas de aprehensión ilegal de niñas, niños, adolescentes, jóvenes y 
mujeres.

Que el artículo 25 de la Ley 2326 de 2023 faculta al Gobierno nacional para que, a través 
del Ministerio de Justicia y del Derecho, reglamente el funcionamiento y operatividad de 
la Alerta Rosa y el Comité de Coordinación Nacional de la Alerta Rosa.

Que en desarrollo del artículo 25 de la Ley 2326 de 2023, el Gobierno nacional expidió 
el Decreto número 1428 de 2024, mediante el cual se adicionó el Capítulo 8 al Título 2 de 
la Parte 2 del Libro 2 del Decreto número 1069 de 2015, Único Reglamentario del Sector 
Justicia y del Derecho, para reglamentar el mecanismo de Alerta Rosa.

Que el artículo 2.2.2.8.4.9. del Decreto número 1428 de 2024 establece que los 
mecanismos y herramientas de implementación de la Alerta Rosa se alinearán en lo 
pertinente con el Plan Transversal y el Plan Operativo previstos en los artículos 7° y 19 de 
la Ley 2326 de 2023.

Que el Plan Transversal de Búsqueda no es un plan sectorial ni un instrumento de 
planeación de una única entidad, sino un instrumento de carácter interinstitucional que 
vincula la a las diecisiete (17) entidades que integran el Comité de Coordinación Nacional 
de la Alerta Rosa, bajo el liderazgo de la Fiscalía General de la Nación y cuya Secretaría 
Ejecutiva se encuentra a cargo de la Policía Nacional.

Que la Corte Constitucional, mediante la Sentencia C-028 de 1997, ha señalado que la 
potestad reglamentaria es una atribución propia y constitucional otorgada al Presidente de 
la República como autoridad administrativa, para dictar las normas de carácter general que 
son necesarias para la efectiva ejecución de la ley.

Que el artículo 6° de la Ley 489 de 1998 establece el principio de coordinación, en 
virtud del cual las autoridades administrativas deben garantizar la armonía en el ejercicio 
de sus respectivas funciones con el fin de lograr los fines y cometidos estatales.

Que el artículo 198 de la Ley 2294 de 2023, por medio de la cual se expidió el Plan 
Nacional de Desarrollo 2022-2026, creó el Sistema Nacional de Búsqueda de Personas 
dadas por Desaparecidas; instancia con la cual el Plan Transversal debe articularse de 
manera obligatoria.

Que los Miembros del Comité de Coordinación Nacional de la Alerta Rosa en sesión 
del 1° de julio de 2026, revisaron y aprobaron el texto del Plan Transversal de Búsqueda, 
en cumplimiento del artículo 7° de la Ley 2326 de 2023.

Que, en mérito de lo expuesto,

DECRETA:

Artículo 1º. Adiciónese el Capítulo 12 al Título 5 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 
número 1069 de 2015, Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho, el cual 
tendrá el siguiente texto:

CAPÍTULO 12

Plan Transversal para la Búsqueda y Reparación de Niñas, Niños, Adolescentes, 
Jóvenes y Mujeres Desaparecidas

SECCIÓN 1

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 2.2.5.13.1.1. Objeto. El presente decreto tiene por objeto adoptar el Plan 
Transversal para la Búsqueda y Reparación de Niñas, Niños, Adolescentes, Jóvenes y 
Mujeres Desaparecidas, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 7° de la Ley 2326 
de 2023 y el artículo 2.2.2.8.4.9. del Decreto número 1428 de 2024, bajo la observancia de 
los principios y enfoques consagrados en dichas normas.

Artículo 2.2.5.13.1.2. Ámbito de aplicación. El presente decreto y el Plan Transversal 
que por el mismo se adopta, serán de obligatorio cumplimiento para las entidades que 
integran el Comité de Coordinación Nacional de la Alerta Rosa, establecido en el artículo 
12 de la Ley 2326 de 2023 y el artículo 2.2.2.8.6.2. del Decreto número 1428 de 2024, así 
como para las demás autoridades y entidades del nivel nacional, departamental, distrital y 
municipal que, en el ámbito de sus competencias constitucionales, legales y reglamentarias, 
deban intervenir o puedan contribuir en la búsqueda, localización, ubicación, protección y 
reparación de niñas, niños, adolescentes, jóvenes y mujeres desaparecidas.

Artículo 2.2.5.13.1.3. Adopción del Plan Transversal. Adóptese el Plan Transversal 
para la Búsqueda y Reparación de Niñas, Niños, Adolescentes, Jóvenes y Mujeres 
Desaparecidas, el cual se encuentra contenido en el Anexo que hace parte integral del 
presente decreto.

Artículo 2.2.5.13.1.4. Principios y enfoques. La formulación, implementación, 
seguimiento y evaluación del Plan Transversal se regirá por los principios establecidos en 
el artículo 4° de la Ley 2326 de 2023 y el artículo 2.2.2.8.1.4. del Decreto número 1428 de 
2024, así como por los enfoques consagrados en el artículo 2.2.2.8.1.5. del citado decreto, 
los cuales serán transversales a todos los componentes y ejes estratégicos del Plan.

Artículo 2.2.5.13.1.5. Implementación y seguimiento. Las entidades que integran 
el Comité de Coordinación Nacional de la Alerta Rosa serán responsables de la 
implementación del Plan Transversal en el ámbito de sus competencias. El seguimiento a 
la implementación del Plan estará a cargo de la Dirección del Comité, la cual presentará 
informes semestrales de avance al Comité de Coordinación Nacional.

Artículo 2.2.5.13.1.6. Articulación con el Sistema Nacional de Búsqueda. El Plan 
Transversal se articulará con el Sistema Nacional de Búsqueda de Personas dadas por 
Desaparecidas en contexto y en razón del conflicto armado, creado por el artículo 198 de la 
Ley 2294 de 2023, y con los Planes Nacionales y Regionales de Búsqueda adoptados por la 
Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas, el Plan Nacional de Búsqueda 
de la Comisión de Búsqueda de Personas Desaparecidas, y cualquier otro plan o estrategia 
relevante de las entidades que integran el Comité, con el fin de lograr la alineación de 
esfuerzos y evitar la duplicación de acciones, de conformidad con el artículo 2.2.2.8.6.10. 
del Decreto número 1428 de 2024.

Artículo 2.2.5.13.1.7. Evaluación periódica. El Comité de Coordinación Nacional 
de la Alerta Rosa evaluará anualmente el Plan Transversal, según lo previsto en el 
artículo 2.2.2.8.4.8. del Decreto número 1428 de 2024. Los resultados de la evaluación 
serán publicados en la página web de la Alerta Rosa y servirán de base para los ajustes 
pertinentes. La Dirección Nacional del Comité allegará el informe de evaluación a las 
Secretarías de Senado y Cámara, y lo presentará ante la Comisión Legal de Derechos 
Humanos y la Comisión Legal para la Equidad de la Mujer del Congreso de la República, 
en el primer trimestre de cada año.

Parágrafo 1°. El Comité de Coordinación Nacional de la Alerta Rosa podrá actualizar y 
ajustar el Plan Transversal cuando las circunstancias técnicas evidenciadas en la evaluación 
lo establezcan, sin necesidad de modificar el presente decreto.

Artículo 2.2.5.13.1.8. Vigencia del Plan Transversal. El Plan Transversal tendrá 
vigencia de diez (10) años, prorrogables por períodos iguales, previa evaluación del 
Comité de Coordinación Nacional de la Alerta Rosa.

Artículo 2º. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación en 
el Diario Oficial y adiciona el Capítulo 12 al Título 5 de la Parte 2 del Libro 2 al Decreto 
número 1069 de 2015, Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 5 de agosto de 2026.

GUSTAVO PETRO URREGO

La Ministra de Justicia y del Derecho (e),

Cielo Elainne Rusinque Urrego.

Ministerio del trabaJo 

Decretos

DECRETO NÚMERO 1036 DE 2026

(agosto 5)

por el cual se modifica parcialmente el anexo técnico del Decreto número 1477 de 2014, 
en relación con la dermatofitosis de pie Tinea Pedis.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades 
constitucionales y legales, en especial las que le confiere el numeral 11 del artículo 189 de 
la Constitución Política, el parágrafo 1° del artículo 4° de la Ley 1562 de 2012, y,

CONSIDERANDO:

Que conforme al art. 25 Constitucional de protección al trabajo en todas sus 
modalidades, en especial el derecho de toda persona a un trabajo en condiciones dignas y 
justas y el artículo 53 respecto a la garantía de seguridad social, que como lo ha aclarado la 
Corte Constitucional Colombiana incluye el derecho a la salud en el trabajo.

Que Conforme a la Ley 1562 de 2012, por la cual se modifica el Sistema de Riesgos 
Laborales y se dictan otras disposiciones en materia de Salud Ocupacional. en su 
artículo 1º el Sistema General de Riesgos Laborales: Es el conjunto de entidades públicas 
y privadas, normas y procedimientos, destinados a prevenir, proteger y atender a los 
trabajadores de los efectos de las enfermedades y los accidentes que puedan ocurrirles con 
ocasión o como consecuencia del trabajo que desarrollan. Que el artículo 4° de la Ley 1562 
de 2012 reconoce como Enfermedad laboral la contraída como resultado de la exposición 
a factores de riesgo inherentes a la actividad laboral o del medio en el que el trabajador se 
ha visto obligado a trabajar, esto incluye los agentes biológicos.

Que el Gobierno nacional, a través del Ministerio de Trabajo y el Ministerio de Salud 
y Protección Social, determina, en forma periódica actualización, las enfermedades que 
se consideran como laborales siempre que se demuestre la relación de causalidad con los 


